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RESOLUCIÓN  
 
 

En sesión de 25 de marzo del año en curso, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) resolvió, a propuesta del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, el 
amparo directo en revisión 2748/2014, que tiene que ver con la no consignación del 
indiciado ante la autoridad judicial competente por parte del Ministerio Público en el lapso 
constitucional general de cuarenta y ocho horas, en el caso, tal consignación se efectuó una 
hora con cincuenta minutos más.   
 
La Primera Sala determinó que todos los agentes del Ministerio Público que hayan retenido 
a un gobernado/indiciado para efectos de investigar en torno a su probable intervención en 
un hecho delictivo, deben ponerlo a disposición de la autoridad judicial o bien en libertad, 
una vez fenecido el plazo constitucional de cuarenta y ocho horas con que contaban, so pena 
de invalidar todos y cada uno de los medios de prueba que fueron obtenidos durante esa 
indebida dilación del plazo máximo de detención, en aras de respetar y cumplir el derecho 
fundamental contendido en el artículo 16 constitucional.  
 
En el caso, una persona inculpada de diversos delitos, entre ellos, portación de granada de 
fragmentación y posesión de cartuchos para armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y 
Fuerza Aérea, impugnó una retención ministerial prolongada al estimar que fue puesto a 
disposición del juez de la causa fuera del término constitucional de cuarenta y ocho horas. El 
tribunal colegiado estimó infundados los argumentos del quejoso. Inconforme interpuso el 
presente recurso de revisión. 
 
La Primera Sala al advertir que la consignación en cuestión se llevó a cabo una hora con 
cincuenta minutos más del plazo permitido, revocó la sentencia recurrida y devolvió los 
autos al tribunal colegiado para que analice la legalidad del acto reclamado, bajo el supuesto 
de actualización de la vulneración al artículo 16 constitucional y determine si en el caso 
concreto existen pruebas que deban ser invalidadas por tener como fuente directa la 
retención ministerial injustificada, las cuales no podrán ser consideradas por la autoridad 
judicial al dictar la sentencia penal respectiva.  
 
La retención de un gobernado llevada a cabo por el Ministerio Público se insiste, por un 
plazo máximo de cuarenta y ocho horas (plazo que eventualmente podrá duplicarse sólo en 
aquellos casos en que se trate de delincuencia organizada), se sustenta en el hecho de que 
dicho ente público requiere un plazo prudente para integrar una averiguación previa. 
Además de que dicho plazo obedece al interés que existe en la preservación de la libertad e 
integridad del inculpado, como consecuencia de los posibles abusos o actos de molestia que 
pudiese resentir en la indagatoria correspondiente.  
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COMUNICADO DE PRENSA 

 
La Primera Sala se pronuncia sobre las obligaciones de las autoridades  

en la investigación de las muertes violentas de mujeres 
 

En sesión del 25 de marzo de 2015, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, resolvió, a propuesta del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, el amparo en 
revisión 554/2013, referente a la muerte violenta de una mujer de 29 años y la investigación 
realizada en torno a la misma. En su sentencia, la Sala destacó las obligaciones de los 
órganos investigadores, de investigar –con perspectiva de género y sin discriminación– toda 
muerte violenta de una mujer, para determinar si se trata o no de un feminicidio.  
 
La Sala destacó –siguiendo estándares internacionales, nacionales e incluso locales, y con 
base en los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación–  que cuando se 
investigue la muerte violenta de una mujer, los órganos investigadores deben realizar su 
investigación con perspectiva de género, para poder determinar si hubo o no razones de 
género en la causa de la muerte y para poder confirmar o descartar el motivo de la misma –
y, en su caso, poder determinar en la investigación si se trató o no de un feminicidio–; es 
decir, se destacó que, en dichos supuestos, las autoridades investigadoras deben explorar 
todas las líneas investigativas posibles con el fin de determinar la verdad histórica de lo 
sucedido.  
 
La Primera Sala agregó que en los casos de muertes de mujeres se deben preservar 
evidencias específicas para determinar si hubo violencia sexual y se deben hacer las 
periciales pertinentes para determinar si la víctima estaba inmersa en un contexto de 
violencia. Asimismo, la Sala determinó que se deben investigar, de oficio, las posibles 
connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto de violencia perpetrado 
contra una mujer. 
 
Ninguno de los estándares establecidos en los párrafos anteriores se respetó en el caso en 
conocimiento de la Sala, sino por el contrario, se determinó que en la investigación 
existieron irregularidades, falencias, omisiones y obstrucciones de justicia, las cuales han 
impedido que se conozca la verdad de los hechos. Sobre el particular la Sala agregó que la 
inacción y la indiferencia estatal ante las denuncias de violencia de género reproducen la 
violencia que se pretende atacar e implica una discriminación en el derecho de acceso a la 
justicia. 
 
En virtud de lo anterior, la Primera Sala otorgó el amparo a la quejosa –madre de la mujer 
muerta en circunstancias violentas– para que el ministerio público complete la investigación 
de manera oportuna, inmediata, seria e imparcial; para que lleve a cabo todas las diligencias 
necesarias para investigar el caso con perspectiva de género, y para que remueva todos los 
obstáculos de la anterior averiguación previa. Asimismo, la Sala determinó que se deben 
investigar las irregularidades en la investigación del caso que se hayan cometido por los 
funcionarios públicos y sancionar a los responsables de las mismas. 
 


